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Real decreto de 5 de diciembre de 1883 creando una comisión 
con el objeto de estudiar todas las cuestiones que 
directamente interesan a la mejora o bienestar de las clases 
obreras, tanto agrícolas como industriales (Exposición de 
motivos) 

Señor: las frecuentes agitaciones políticas engendradas por nuestra laboriosa reorganización, 
no han consentido que los Gobiernos pusieran su cuidado en aquellas cuestiones llamadas 
sociales, que preocupan a todos los países y que conmueven ya no poco a nuestra patria. 
Naciente todavía acá entre nosotros lo que desde hace años es en otros pueblos materia de 
legislación y privilegiado asunto de estudio para el Parlamento, bien puede decirse que, 
exceptuadas la información parlamentaria sobre el estado moral, intelectual y material de las 
clases trabajadoras, que decretaron las Cortes en 1871, y aparte también de la ley de 24 de 
julio de 1873, en la cual se condensaron disposiciones cuyo desarrollo exigiría otras leyes 
cuidadosamente meditadas (por lo que quizá ha quedado ignorada de todo el mundo), apenas 
ofrece nuestra legislación señales ciertas de aquella solicitud que los poderes públicos deben a 
la condición del trabajador y a las relaciones entre el capital y el trabajo. 

No era posible prolongar esta situación sin menoscabo de la paz pública. Numerosos síntomas 
revelan que las clases obreras sienten el vivo estímulo de necesidades que importa remediar, o 
aliviar cuando menos, a la vez que siente el capital inquietudes justificadas por hondas y 
continuas perturbaciones. Acudiendo el obrero a los grandes medios que el derecho moderno 
ha puesto a su alcance, reclama acceso y lugar entre los elementos de la vida pública; y como 
las libertades políticas no son a la postre más que modos de realizar el progreso, habría 
motivos para temer que las corrientes, hasta ahora pacíficas, por donde va encauzándose 
entes movimiento, torcieran su rumbo de suerte que los males conocidos se agravasen con 
todos aquellos otros a que da origen la violencia, e hicieran así precaria la paz y las relaciones 
entre los dos grandes factores de la producción: el trabajo y el capital. Hay que tener en cuenta 
además que otra parte de este movimiento parece huir de las vías legales, y da muestras de lo 



que reclama y señal de lo que apetece, disponiéndose, quizá por ignorancia de las verdaderas 
causas del malestar, quizá por no conocer cuanto más valen los medios que la legalidad 
ofrece, a formar esas asociaciones misteriosas encaminadas a fines criminales, para los que 
ha sido y será de nuevo necesario que la sociedad reserve sus más terribles rigores. 

Solicitada por las circunstancias la atención de los poderes públicos, el obstinarse a resistir 
ciegamente sería preparar sangrientas represalias, y el afectar indiferencia respecto de estos 
problemas no podría menos de exponer la sociedad a dolorosas sorpresas.  Ni sobre la 
oportunidad misma cabe hoy duda alguna; porque si fue siempre misión del Gobierno prever y 
anticiparse a las consecuencias por el estudio de las necesidades sociales; si corresponde a él 
en todo tiempo abrir ancho cauce a la corriente de las aspiraciones públicas, y dirigir éstas por 
caminos donde pacíficamente se depuren y satisfagan; si en cualquier hora es grato realizar 
obras de paz y de concordia, a la vez que de ventura y mejoramiento para las clases 
menesterosas, más estrechas parecen todavía las obligaciones del Gobierno, y con prontitud 
mayor debe atender a ellas, cuando -dicho sea en honra de nuestro país- una parte, acaso la 
más considerable de la clase obrera, reunida en el Congreso sociológico de Valencia, ha dado 
recientes y magníficas pruebas de amor a la legalidad y de confianza en los medios de la libre 
asociación individual, reclamando la intervención del Gobierno tan sólo para remover los 
obstáculos que a su acción se oponen y para alcanzar aquellas facilidades que todo ciudadano 
tiene derecho a exigir y todo el que gobierna está obligado a otorgar siempre, pero mucho más 
cuando las piden los menos favorecidos en el goce de las ventajas sociales. 

  
Estas ideas, por largo tiempo reducidas a vagas aspiraciones, tienen hoy fórmulas definidas y 
claras que pueden guiar a los poderes públicos y a los Gobiernos en el desempeño de su 
misión.  Lo mismo las cuestiones que atañen a la propiedad territorial, que las relativas al 
mundo de la industria, todas se van diseñando y dibujando, por decirlo así, en el horizonte 
hasta ahora confuso de las necesidades del pueblo español.  Claramente han revelado esto las 
últimas discusiones del Congreso, que con repetición se preocupó de los deplorables 
acontecimientos ocurridos en Jerez y otros puntos de Andalucía, discusiones en que hemos 
oído las quejas de males no menos ciertos que antiguos, y acaso por su misma antigüedad 
más intensos y más graves. 
  

(...) 
  

No es verdad de lo que queda dicho menos evidente con aplicación a las clases obreras.  Más 
ilustradas éstas, más reconcentrado su acción, por traerlo consigo la naturaleza de la industria 
fabril, agolpándose en grandes centros y sintiendo con mayor viveza aquellas necesidades 
sobre las cuales cabe en el hombre poca reflexión, y de las masas apenas hay que prometerse 
alguna, revelan ya su estado, por síntomas de tal importancia, que no puede el legislador 
desconocerlos.  Las huelgas; las crisis industriales; las exigencias de la educación y del 
socorro; el vivo anhelo de mejorar que se impone por los adelantos del progreso, y se 
acrecienta por el contraste con las demás clases, así como por el desarrollo de la inteligencia 
en muchos obreros; las complicaciones de todas estas fuerzas sociales con el movimiento 
político, han sido donde quiera, y ya lo son también en España, causas de preocupación para 
todo Gobierno y de alarma para la opinión pública.  Atención preferentísima hay que consagrar 
a ellas, bien que aquí deba satisfacemos el ver la tendencia a la paz, al progreso legal y a la 
iniciativa del individuo que esas mismas clases han manifestado en ocasiones como la del 
último Congreso de Valencia, donde estaban representados cerca de 70.000 obreros, y en el 
que se condujeron con un gran sentido práctico y un espíritu de concordia a que realmente no 
han llegado otros pueblos, sino después de mayor experiencia y de crisis más dolorosas que 
las sufridas por el obrero español. 

  
De todo lo dicho, y de cuanto sobre el particular pudiera decirse aún, resulta como un programa 
de cuestiones, como una serie de problemas planteados ante la opinión y ante los Gobiernos. 
A éstos toca preparar su discusión de modo que los mismos interesados reconozcan qué es lo 
que pueden pedir a los poderes públicos, y qué lo que exclusivamente corresponde a su propia 
iniciativa; de modo también que todo el mundo vea cómo aproximándose el capital y el trabajo, 
cómo estudiando las complicadas cuestiones de la propiedad territorial, hasta del fondo de las 
mayores dificultades surgen medios para satisfacer las quejas, para aplacar los odios, para 
cerrar heridas abiertas por los acontecimientos y no por la voluntad de los hombres, y 



concertar, en fin, esos vitales elementos, a cuya armonía son debidas todas las mejoras que de 
cada tiempo y de cada sociedad alcanzan los que en ellas viven. 

  
(...) 

  
Además de estas consideraciones, a las cuales han obedecido los Gobiernos de otros países 
que prepararon dichas leyes por medio de informaciones y análisis, aunque sin la participación 
de aquellos interesados que con violencia la reclamaban, hay otra, por decir así, fundamental, 
tan agitada y tan difícil en la vida de los Gobiernos, al menos en la época presente, que de 
necesidad ha de ser también breve y pasajera; así, cuando desaparecen de la esfera pública 
los hombres que a ella trajeron un pensamiento, su pensamiento les sigue precipitadamente y 
la opinión no tiene siquiera tiempo de apoderarse de él, faltando con esto a la obra comenzada 
las condiciones necesarias para llegar a sazón y madurez.  Producto de situaciones políticas 
que vienen sólo a cumplir fines de urgencia, mal pueden dar ni conservar vida a esas leyes que 
tocan a los intereses permanentes y fundamentales de una sociedad, y que por lo mismo 
exigen el amparo de instituciones permanentes también. Así se explica que en medio de la 
perturbación de los tiempos modernos, los dos países que más han hecho por la reforma social 
de las clases obreras sean cabalmente aquellos dos en que la Monarquía tiene raíces más 
profundas y estabilidad no discutida: Inglaterra de una parte, y el Imperio alemán de otra; como 
se explica que los generosos esfuerzos de otros pueblos, no obstante haber engendrado ideas, 
proyectos y hasta ensayos, por cierto arriesgadísimos, ninguna regla dejarán en definitiva para 
satisfacción de las mismas necesidades que se proponían remediar. 

  
(...) 
  

Será dicha Comisión como el centro donde se reúnan y condensen los datos, noticias y 
opiniones ya formuladas sobre la materia, y seguirá a sus primeras tareas la celebración de un 
Congreso al que deben asistir representantes de la propiedad, del capital y del trabajo, o lo que 
es lo mismo, todos aquellos que por su saber y su experiencia pueden mostrar a la opinión los 
males propios de cada región y cada localidad, los remedios aplicables, la parte que toca a la 
ley y la que corresponde a la iniciativa particular, añadiendo a estos grandes y nobles servicios 
el más señalado de acercar y poner en contacto el trabajo, el capital y la tierra.  Lograda ya tal 
cosa; abierta información en todas partes, y oídas las personas que no pudiesen de otra 
manera concurrir, la Comisión resumirá sus tareas y preparará lo que entienda que debe 
someter al Gobierno, el cual, en último término, y conocida la opinión, podrá llevarlo al Poder 
legislativo con todas las condiciones de estudio y seguridad que la importancia del asunto 
requiere. 

  
Este sistema ofrece, Señor, ventajas indudables: los que mañana van a ser preceptos de una 
ley irán de antemano aceptados por los mismos que han de obedecerlos, y llevarán la sanción 
de la opinión pública, que es superior a todas las sanciones legales; las clases que se creen 
más alejadas de la dirección social y a quienes algunos espíritus ignorantes o díscolos 
soliviantan de continuo diciéndoles que son los parias de la sociedad moderna, vendrán así a 
tomar parte directa e importante en la confección de leyes; los que disponen de ese gran medio 
de acción que se llama el capital habrán aprendido y casi ensayado la manera de hacer más 
fecunda su acción con la cooperación de sus obreros; la propiedad primera y última de las 
garantías sociales, habrá participado también de este doble movimiento de propaganda y de 
educación propia que la pone a cubierto de todos los peligros, porque le da el medio, a ella 
quizá tan sólo reservado, de practicar el bien y de curar los males sociales, y así, sobre todo, 
con el concurso, que nunca ha de faltar al país, de los hombres a quien el Gobierno confía esta 
misión y que tienen el patriotismo de aceptarla, se habrá constituido algo más duradero, más 
permanente que el Gobierno; algo que con el apoyo poderoso y el interés constante de Y M. 
tenga además la estabilidad y sosiego necesarios para realizar lo que fuera vano que 
acometiesen aquellos que, si pueden traer las ideas, las más de las veces no gozan del tiempo 
ni de la calma que se han menester para llevarlas a cabo. 
 
 
 
 



Código Penal de 1848 (Selección) 

Art. 461. Los que se coligaren con el fin de encarecer o abaratar abusivamente el precio del 
trabajo o regular sus condiciones, serán castigados, siempre que la coligación hubiere 
comenzado a ejecutarse, con la pena de arresto mayor.  

 

Constitución de la II República Española, 1931 (Selección) 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA ESPAÑOLA  
 

España, en uso de su soberanía, y representada por las Cortes Constituyentes, decreta y 
sanciona esta Constitución.  

TÍTULO PRELIMINAR  

Disposiciones generales.  

Artículo 1º. España es una República democrática de trabajadores de toda clase, que se 
organiza en régimen de Libertad y de Justicia.  
 
Los poderes de todos sus órganos emanan del pueblo.  
 
La República constituye un Estado integral, compatible con la autonomía de los Municipios y 
las Regiones.  
 
La bandera de la República Española es roja, amarilla y morada.  
 
[…] 

TÍTULO III  

Los derechos y deberes de los españoles.  

CAPÍTULO PRIMERO 

Garantías individuales y políticas.  

[…] 

Artículo 33º. Toda persona es libre de elegir profesión. Se reconoce la libertad de industria y 
comercio salvo las limitaciones que, por motivos económicos y sociales de interés general, 
impongan las leyes.  
 
[…] 

Artículo 39º. Los españoles podrán asociarse o sindicarse libremente para los distintos fines de 
la vida humana, conforme a las leyes del Estado.  
 
Los Sindicatos y Asociaciones están obligados a inscribirse en el registro público 
correspondiente, con arreglo a la ley.  
 
[…] 

CAPÍTULO II  



Familia, economía y cultura.  

[…] 

Artículo 46º. El trabajo, en sus diversas formas, es una obligación social, y gozará de la 
protección de las leyes.  
 
La República asegurará a todo trabajador las condiciones necesarias de una existencia digna. 
Su legislación social regulará: los casos de seguro de enfermedad, accidente, paro forzoso, 
vejez, invalidez y muerte; el trabajo de las mujeres y de los jóvenes y especialmente la 
protección a la maternidad; la jornada de trabajo y el salario mínimo y familiar; las vacaciones 
anuales remuneradas; las condiciones del obrero español en el extranjero, las instituciones de 
cooperación; la relación económico-jurídica de los factores que integran la producción; la 
participación de los obreros en la dirección, la administración y los beneficios de las empresas, 
y todo cuanto afecte a la defensa de los trabajadores.  
 
Artículo 47º. La República protegerá al campesino y a este fin legislará, entre otras materias, 
sobre el patrimonio familiar inembargable y exento de toda clase de impuestos, crédito 
agrícola, indemnización por pérdida de las cosechas, cooperativas de producción y consumo, 
cajas de previsión, escuelas prácticas de agricultura y granjas de experimentación 
agropecuarias, obras para riego y vías rurales de comunicación.  
 
La República protegerá en términos equivalentes a los pescadores.  

 

Decreto de 9 de marzo de 1938, por el que se aprueba el Fuero 
del Trabajo 
  
Renovando la tradición católica de justicia social y alto sentido humano que 
informó la legislación de nuestro glorioso pasado, el Estado asume la tarea de 
garantizar a los españoles la Patria, el Pan y la Justicia.  
Para conseguirlo, atendiendo, por otra parte, a robustecer la unidad, libertad y 
grandeza de España acude al plano de lo social con la voluntad de poner la 
riqueza al servicio del pueblo español, subordinando la economía a la dignidad 
de la persona humana, teniendo en cuenta sus necesidades materiales y las 
exigencias de su vida intelectual, moral, espiritual y religiosa.  
Y partiendo de una concepción de España como unidad de destino, manifiesta, 
mediante las presentes declaraciones, su designio de que también la 
producción española, en la hermandad de todos sus elementos, constituya una 
unidad de servicio a la fortaleza de la Patria y al bien común de todos los 
españoles.  
El Estado español formula estas declaraciones, que inspirarán su política social 
y económica, por imperativos de justicia y en el deseo y exigencia de cuantos 
habiendo laborado por la Patria forman, por el honor, el valor y el trabajo, la 
más adelantada aristocracia de esta era nacional.  
Ante los españoles, irrevocablemente unidos en el sacrificio y en la esperanza, 
declaramos: 
  
I. 
1. El trabajo es la participación del hombre en la producción mediante el 
ejercicio voluntariamente prestado de sus facultades intelectuales y manuales, 
según la personal vocación, en orden al decoro y holgura de su vida y al mejor 



desarrollo de la economía nacional.  
2. Por ser esencialmente personal y humano, el trabajo no puede reducirse a 
un concepto material de mercancía, ni ser objeto de transacción incompatible 
con la dignidad personal de quien lo preste.  
3. El derecho de trabajar es consecuencia del deber impuesto al hombre por 
Dios, para el cumplimiento de sus fines individuales y la prosperidad y 
grandeza de la Patria.  
4. El Estado valora y exalta el trabajo, fecunda expresión del espíritu creador 
del hombre y, en tal sentido, lo protegerá con la fuerza de la ley, otorgándole 
las máximas consideraciones y haciéndole compatible con el cumplimiento de 
los demás fines individuales, familiares y sociales.  
5. El trabajo, como deber social, será exigido inexcusablemente, en cualquiera 
de sus formas, a todos los españoles no impedidos, estimándolo tributo 
obligado al patrimonio nacional.  
6. El trabajo constituye uno de los más nobles atributos de jerarquía y de honor, 
y es título suficiente para exigir la asistencia y tutela del Estado.  
7. Servicio es el trabajo que se presta con heroísmo, desinterés o abnegación, 
con ánimo de contribuir al bien superior que España representa.  
8. Todos los españoles tienen derecho al trabajo. La satisfacción de este 
derecho es misión primordial del Estado. 
  
II. 
1. El Estado se compromete a ejercer una acción constante y eficaz en defensa 
del trabajador, su vida y su trabajo. Limitará convenientemente la duración de 
la jornada para que no sea excesiva, y otorgará al trabajo toda suerte de 
garantías de orden defensivo y humanitario. En especial prohibirá el trabajo 
nocturno de las mujeres y niños, regulará el trabajo a domicilio y liberará a la 
mujer casada del taller y de la fábrica.  
2. El Estado mantendrá el descanso dominical como condición sagrada en la 
prestación del trabajo.  
3. Sin pérdida de la retribución y teniendo en cuenta las necesidades técnicas 
de las empresas, las leyes obligarán a que sean respetadas las fiestas 
religiosas y civiles declaradas por el Estado.  
4. Declarado fiesta nacional el 18 de julio, iniciación del Glorioso Alzamiento, 
será considerado, además, como Fiesta de Exaltación del Trabajo.  
5. Todo trabajador tendrá derecho a unas vacaciones anuales retribuidas para 
proporcionarle un merecido reposo, organizándose al efecto las instituciones 
que aseguren el mejor cumplimiento de esta disposición.  
6. Se crearán las instituciones necesarias para que en las horas libres y en los 
recreos de los trabajadores, tengan éstos acceso al disfrute de todos los bienes 
de la cultura, la alegría, la milicia, la salud y el deporte. 
  
III. 
1. La retribución del trabajo será, como mínimo, suficiente para proporcionar al 
trabajador y su familia una vida moral y digna.  
2. Se establecerá el subsidio familiar por medio de organismos adecuados.  
3. Gradual e inflexiblemente se elevará el nivel de vida de los trabajadores, en 
la medida que lo permita el superior interés de la Nación.  
4. El Estado fijará las bases mínimas para la ordenación del trabajo, con 
sujeción a las cuales se establecerán las relaciones entre los trabajadores y las 



empresas. El contenido primordial de dichas relaciones será tanto la prestación 
del trabajo y su remuneración como la ordenación de los elementos de la 
empresa, basada en la justicia, la recíproca lealtad y la subordinación de los 
valores económicos a los de orden humano y social.  
5. A través del Sindicato, el Estado cuidará de conocer si las condiciones 
económicas y de todo orden en que se realiza el trabajo son las que en justicia 
corresponden al trabajador.  
6. El Estado velará por la seguridad y continuidad en el trabajo.  
7. La Empresa habrá de informar a su personal de la marcha de la producción 
en la medida necesaria para fortalecer su sentido de responsabilidad en la 
misma, en los términos que establezcan las leyes. 
  
IV. 
El artesanado - herencia viva de un glorioso pasado gremial - será fomentado y 
eficazmente protegido por ser proyección completa de la persona humana en 
su trabajo y suponer una forma de producción igualmente apartada de la 
concentración capitalista y del gregarismo marxista. 
  
V. 
1. Las normas de trabajo en la empresa agrícola se ajustarán a sus especiales 
características y a las variaciones estacionales impuestas por la naturaleza.  
2. El Estado cuidará especialmente la educación técnica del productor agrícola, 
capacitándole para realizar todos los trabajos exigidos por cada unidad de 
explotación.  
3. Se disciplinarán y revalorizarán los precios de los principales productos, a fin 
de asegurar un beneficio mínimo en condiciones normales al empresario 
agrícola y, en consecuencia, exigirle para los trabajadores jornales que les 
permitan mejorar sus condiciones de vida.  
4. Se tenderá a dotar a cada familia campesina de una pequeña parcela, el 
huerto familiar, que le sirva para atender a sus necesidades elementales y 
ocupar su actividad en los días de paro.  
5. Se conseguirá el embellecimiento de la vida rural, perfeccionando la vivienda 
campesina y mejorando las condiciones higiénicas de los pueblos y caseríos de 
España.  
6. El Estado asegurará a los arrendatarios la estabilidad en el cultivo de la tierra 
por medio de contratos a largo plazo, que les garanticen contra el desahucio 
injustificado y les aseguren la amortización de las mejoras que hubieren 
realizado en el predio. Es aspiración del Estado arbitrar los medios 
conducentes para que la tierra, en condiciones justas, pase a ser de quienes 
directamente la explotan. 
  
VI. 
El Estado atenderá con máxima solicitud a los trabajadores del mar, dotándoles 
de instituciones adecuadas para impedir la depreciación de la mercancía y 
facilitarles el acceso a la propiedad de los elementos necesarios para el 
desempeño de su profesión. 
  
VII. 
Se creará una nueva Magistratura del Trabajo, con sujeción al principio de que 
esta función de justicia corresponde al Estado. 



  
VIII. 
1. El capital es un instrumento de la producción.  
2. La Empresa, como unidad productora, ordenará los elementos que la 
integran en una jerarquía que subordine los de orden instrumental a los de 
categoría humana y todos ellos al bien común.  
3. La dirección de la empresa será responsable de la contribución de ésta al 
bien común de la economía nacional.  
4. El beneficio de la empresa, atendido un justo interés del capital, se aplicará 
con preferencia a la formación de las reservas necesarias para su estabilidad, 
al perfeccionamiento de la producción y al mejoramiento de las condiciones de 
trabajo y vida de los trabajadores. 
  
IX 
1. El crédito se ordenará en forma que, a demás de atender a su cometido de 
desarrollar la riqueza nacional, contribuya a crear y sostener el pequeño 
patrimonio agrícola, pesquero, industrial y comercial.  
2. La honorabilidad y la confianza, basada en la competencia y en el trabajo, 
constituirán garantías efectivas para la concesión de créditos.  
3. El Estado perseguirá implacablemente todas las formas de usura. 
  
X. 
1. La previsión proporcionará al trabajador la seguridad de su amparo en el 
infortunio.  
2. Se incrementarán los seguros sociales de vejez, invalidez, maternidad, 
accidentes del trabajo, enfermedades profesionales, tuberculosis y paro 
forzoso, tendiéndose a la implantación de un seguro total. De modo primordial 
se atenderá a dotar a los trabajadores ancianos de un retiro suficiente. 
  
XI. 
1. La producción nacional constituye una unidad económica al servicio de la 
Patria. Es deber de todo español defenderla, mejorarla e incrementarla. Todos 
los factores que en la producción intervienen quedan subordinados al supremo 
interés de la Nación.  
2. Los actos ilegales, individuales o colectivos, que perturben de manera grave 
la producción o atenten contra ella, serán sancionados con arreglo a las leyes.  
3. La disminución dolosa del rendimiento en el trabajo habrá de ser objeto de 
sanción adecuada.  
4. En general, el Estado no será empresario sino cuando falte la iniciativa 
privada o lo exijan los intereses superiores de la Nación.  
5. El Estado, por sí o a través de los Sindicatos, impedirá toda competencia 
desleal en el campo de la producción, así como aquellas actividades que 
dificulten el normal desarrollo de la economía nacional, estimulando, en 
cambio, cuantas iniciativas tiendan a su perfeccionamiento.  
6. El Estado reconoce la iniciativa privada como fuente fecunda de la vida 
económica de la Nación. 
  
XII. 
1. El Estado reconoce y ampara la propiedad privada como medio natural para 
el cumplimiento de las funciones individuales, familiares y sociales. Todas las 



formas de propiedad quedan subordinadas al interés supremo de la Nación, 
cuyo intérprete es el Estado.  
2. El Estado asume la tarea de multiplicar y hacer asequibles a todos los 
españoles las formas de propiedad ligadas vitalmente a la persona humana: el 
hogar familiar, la heredad de tierra y los instrumentos o bienes de trabajo para 
uso cotidiano.  
3. Reconoce a la familia como célula primaria natural y fundamento de la 
sociedad y al mismo tiempo como institución moral dotada de derecho 
inalienable y superior a toda ley positiva. Para mayor garantía de su 
conservación y continuidad, se reconocerá el patrimonio familiar inembargable. 
  
XIII. 
1. Los españoles, en cuanto participan en el trabajo y la producción, 
constituyen la Organización Sindical.  
2. La Organización Sindical se constituye en un orden de Sindicatos 
industriales, agrarios y de servicios, por ramas de actividades a escala 
territorial y nacional que comprenda a todos los factores de la producción.  
3. Los Sindicatos tendrán la condición de corporaciones de derecho público de 
base representativa, gozando de personalidad jurídica y plena capacidad 
funcional en sus respectivos ámbitos de competencia. Dentro de ellos y en la 
forma que legalmente se determine, se constituirán las asociaciones 
respectivas de empresarios, técnicos y trabajadores que se organicen para la 
defensa de sus intereses peculiares y como medio de participación libre y 
representativa, en las actividades sindicales y, a través de los Sindicatos, en 
las tareas comunitarias de la vida política, económica y social.  
4. Los Sindicatos son el cauce de los intereses profesionales y económicos 
para el cumplimiento de los fines de la comunidad nacional y tienen la 
representación de aquéllos.  
5. Los Sindicatos colaborarán en el estudio de los problemas de la producción y 
podrán proponer soluciones e intervenir en la reglamentación, vigilancia y 
cumplimiento de las condiciones de trabajo.  
6. Los Sindicatos podrán crear y mantener organismos de investigación, 
formación moral, cultural y profesional, previsión, auxilio y demás de carácter 
social que interesen a los participes de la producción.  
7. Establecerá oficinas de colocación para proporcionar empleo al trabajador de 
acuerdo con su aptitud y mérito.  
8. Corresponde a los Sindicatos suministrar al Estado los datos precisos para 
elaborar las estadísticas de su producción.  
9. La Ley de Sindicación determinará la forma de incorporar a la nueva 
organización las actuales asociaciones económicas y profesionales. 
  
XIV. 
El Estado dictará las oportunas medidas de protección del trabajo nacional en 
nuestro territorio y, mediante Tratados de trabajo con otras Potencias, cuidará 
de amparar la situación profesional de los trabajadores españoles residentes 
en el extranjero. 
  
XV. 
En la fecha en que esta Carta se promulga, España está empeñada en una 
heroica tarea militar, en la que salva los valores del espíritu y la cultura del 



mundo a costa de perder buena parte de sus riquezas materiales.  
A la generosidad de la juventud que combate y a la de España misma ha de 
responder abnegadamente la producción nacional con todos sus elementos.  
Por ello en esta Carta de derechos y deberes dejamos aquí consignados como 
más urgentes e ineludibles los de que aquellos elementos productores 
contribuyan con equitativa y resuelta aportación a rehacer el suelo español y 
las bases de su poderío. 
  
XVI 
El Estado se compromete a incorporar la juventud combatiente a los puestos 
de trabajo, honor o de mando, a los que tienen derecho como españoles y que 
han conquistado como héroes. 
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